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MINISTERIO

DE SANIDAD Y CONSUMO
214 ORDEN de 17 de diciembre de 2001 por la

que se aprueba la instrucción sobre el esta-
blecimiento de criterios de preferencia en la
adjudicación de contratos sobre la base de
la integración de las personas con discapa-
cidad en las plantillas de las empresas lici-
tadoras.

El artículo 38.1 de la Ley 13/1982, de 7 de abril,
de Integración Social de los Minusválidos, establece que
«Las empresas públicas y privadas que empleen un
número de trabajadores fijos que exceda de 50 vendrán
obligadas a emplear un número de trabajadores minus-
válidos no inferior al 2 por 100 de la plantilla».

Por su parte, la disposición adicional octava del texto
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000,
de 16 de junio, dispone que «Los órganos de contra-
tación podrán señalar en los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas particulares la preferencia en la adjudicación
de los contratos para las proposiciones presentadas por
aquellas empresas públicas o privadas que, en el momen-
to de acreditar su solvencia técnica, tengan en su plantilla
un número de trabajadores minusválidos no inferior al 2
por 100, siempre que dichas proposiciones igualen en
sus términos a las más ventajosas desde el punto de
vista de los criterios objetivos que sirvan de base para
la adjudicación».

En base a los preceptos mencionados, resulta con-
veniente y oportuno establecer criterios de preferencia
en la adjudicación de los contratos a favor de aquellas
empresas licitadoras que, afectadas o no por la normativa
legal en esta materia, demuestren una especial sensi-
bilidad hacia el colectivo de personas discapacitadas.

Por todo lo expuesto, y en uso de las atribuciones
conferidas por los artículos 12 de la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, y 21 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, se dictan las siguientes Instrucciones:

Primera.—Los pliegos de cláusulas administrativas
particulares, que en virtud de lo previsto en la disposición
adicional octava de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, según redacción dada por el Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que
se aprueba su texto refundido, serán aprobados por los
órganos de contratación del Departamento, deberán
incorporar en la cláusula relativa a los criterios de adju-
dicación, cuando ésta se realice mediante concurso, la
siguiente estipulación:

«En caso de igualdad entre dos o más licitadores,
desde el punto de vista de los criterios objetivos que
sirven de base para la adjudicación, será preferida la
proposición presentada por aquella empresa que, en el
momento de acreditar la solvencia técnica, tenga en su
plantilla un número de trabajadores minusválidos no infe-
rior al 2 por 100 de la misma.»

Segunda.—Los pliegos indicados en la Instrucción pri-
mera, deberán asimismo incorporar en la cláusula rela-
tiva a la documentación a aportar por los licitadores un
apartado con el siguiente contenido:

«Aquellos que acrediten, en su caso, la pertenencia
a la plantilla de la empresa de un número de trabajadores
minusválidos no inferior al 2 por 100 de la misma.»

Tercera.—La presente instrucción entrará en vigor el
día primero del mes siguiente al de su publicación en
el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid 17 de diciembre de 2001.

VILLALOBOS TALERO

Ilmos. Sres. Subsecretario, Secretario general de Gestión
y Cooperación Sanitaria, Directores generales del
Departamento y Directores de sus Organismos Públi-
cos.

215 RESOLUCION de 26 de diciembre de 2001,
de la Dirección General del Instituto Nacional
de la Salud, sobre revisión de precios a aplicar
por los centros sanitarios a las asistencias
prestadas en los supuestos cuyo importe ha
de reclamarse a los terceros obligados al pago
o a los usuarios sin derecho a la asistencia
sanitaria de la Seguridad Social.

Conforme a lo previsto en los artículos 16.3 y 83
de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad,
y a la disposición adicional 22 del texto refundido de
la Ley General de Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, el INSALUD
procederá a la reclamación del importe de los servicios
realizados, en el ámbito territorial de las Comunidades
Autónomas que no hayan asumido las prestaciones sani-
tarias de la Seguridad Social, así como en Ceuta y Melilla,
a los terceros obligados al pago o a los usuarios sin
derecho a la asistencia de los servicios de salud.

El Real Decreto 1450/2000, de 28 de julio, por el
que se desarrolla la estructura orgánica básica del Minis-
terio de Sanidad y Consumo, en su artículo 15, establece
que corresponde al Director general del Instituto Nacio-
nal de la Salud la dirección y gestión ordinaria del referido
Instituto, así como el ejercicio de las facultades atribuidas
a los Directores generales de las entidades gestoras de
la Seguridad Social.

Por todo ello, de acuerdo con la evolución de los
índices de precios en el año 2001, y en aplicación del
artículo 2 de la Ley 25/1998, de 23 de julio, de pres-
taciones patrimoniales de carácter público, por el que
se modifica la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas
y Precios Públicos, esta Dirección General, previa auto-
rización de la Ministra de Sanidad y Consumo, resuelve:

Primero.—Los centros sanitarios del INSALUD debe-
rán aplicar, a las asistencias prestadas a partir del 1
de enero de 2002, en los supuestos cuyo importe ha
de reclamarse a los terceros obligados al pago o a los
usuarios sin derecho a la asistencia sanitaria de la Segu-
ridad Social, con excepción de aquellos supuestos cuyas
tarifas vengan reguladas por convenios o conciertos
específicos, los precios que se detallan a continuación:

1. Asistencia hospitalaria.

1.1 Los precios por hospitalización por «día de
estancia y cama ocupada», de acuerdo con la clasifi-
cación de los hospitales por tramos que figura en el
anexo, serán los siguientes:

Tramo 1: 302,91 euros.
Tramo 2: 240,40 euros.
Tramo 3: 216,36 euros.

Se entenderá por «día de estancia y cama ocupada»,
cuando el paciente ingresado en el hospital para la aten-
ción del proceso patológico pernocte en el centro sani-
tario y haga efectiva, como mínimo, una de las comidas
principales.


